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 TESIS JURISPRUDENCIAL 85/2013 (10ª) 
         
 

PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. EL DICTADO DE LA SENTENCIA 
QUE FIJA LA DEFINITIVA, NO ACTUALIZA LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XVI, DE LA LEY DE AMPARO, 
VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013 (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
VERACRUZ). Si bien es cierto que la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha señalado que la pensión alimenticia provisional subsiste 
hasta el dictado de la sentencia en la que reconociéndose el derecho de la parte 
actora a recibir una pensión definitiva, ésta es fijada, también lo es que ello no 
implica que los efectos de la provisional decretada en forma previa cesen 
inmediatamente, pues teniendo en cuenta que el pago de alimentos constituye una 
obligación de tracto sucesivo, al ser indispensables para la subsistencia de aquél a 
quien se le otorgan, eso sólo acontece cuando la sentencia que los fija 
definitivamente es susceptible de ejecución, pues de lo contrario, se pondría en 
riesgo la subsistencia de aquel a quien se le reconoció el derecho de percibir 
alimentos por el demandado, en tanto que éstos se otorgaron al reconocer que 
requiere de ellos para cubrir sus necesidades más básicas y apremiantes. Por ello 
los efectos de la pensión provisional deben subsistir hasta que la sentencia que la 
fija en definitiva es susceptible de ejecución, lo que en términos de los artículos 
341 y 349 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Veracruz, 
ocurre cuando causa ejecutoria, lo que de acuerdo con lo dispuesto en el numeral 
338 del propio ordenamiento, sólo acontece cuando: a) esa sentencia es 
consentida expresamente; b) no se agotó oportunamente el recurso de apelación 
procedente en su contra; c) interpuesto ese recurso se desiste de él; o, d) se dicta 
sentencia en el citado recurso. Ahora bien, conforme al artículo 509 del citado 
código, la sentencia de primer grado que fija el monto de la pensión alimenticia 
definitiva es susceptible de apelación; recurso que en términos de los numerales 
516 y 517 del código procesal citado, es admisible en ambos efectos, lo cual 
implica que la ejecución de esa sentencia se encuentra suspendida hasta que 
cause ejecutoria; de ahí que considerar que los efectos de la pensión provisional 
cesan inmediatamente con el dictado de la sentencia que la fija de forma definitiva, 
sin importar que en contra de ésta se haya interpuesto el recurso mencionado, 
implicaría que la pensión provisional no sería susceptible de cobrarse durante el 
tiempo que transcurra desde el dictado de la sentencia definitiva hasta resolverse 
el recurso correspondiente, pero a la vez, el acreedor tampoco podría acceder a la 
pensión definitiva decretada en tanto se tramita y resuelve el recurso de apelación, 
lo que es inaceptable ante la urgencia y la necesidad probada de los alimentos. En 
consecuencia, el mero dictado de la sentencia que fija lo que debe proporcionarse 
por concepto de pensión alimenticia definitiva, no actualiza la causal de 
improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XVI, de la Ley de Amparo, 
vigente hasta el 2 de abril de 2013 (cesación de los efectos del acto reclamado), 
porque para ello es necesario que dicha resolución haya causado ejecutoria. 
 



Contradicción de tesis 192/2013. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado 
del Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito. 3 de julio de 2013. La votación se dividió en dos partes. Mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad 
de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 



 
TESIS  JURISPRUDENCIAL 92/2013 (10ª) 

 
PENSIÓN ALIMENTICIA PROVISIONAL. NO CESA EN SUS EFECTOS CON EL 
MERO DICTADO DE LA SENTENCIA QUE LOS FIJA EN DEFINITIVA, PUES 
DEBEN APRECIARSE TANTO LOS YA PRODUCIDOS COMO LOS QUE 
PUEDE SEGUIR GENERANDO. La causal de improcedencia prevista en el 
artículo 73, fracción XVI de la Ley de Amparo (en vigor hasta el 2 de abril de 
2013), debe implicar la desaparición total de la violación de los derechos 
transgredidos con el acto reclamado; en consecuencia, para su actualización, es 
preciso que los efectos de la violación reclamada desaparezcan en su totalidad, de 
modo que ya no sea posible cumplir con el objetivo buscado en el amparo. En esa 
virtud, el dictado de la sentencia que fija la pensión definitiva, no es suficiente para 
considerar que cesaron los efectos de la provisional, pues si se tiene en cuenta 
que los alimentos son de tracto sucesivo e indispensables para la subsistencia, los 
efectos de la pensión provisional deben analizarse en dos sentidos, pues por un 
lado deben tenerse en cuenta los que se produjeron desde el momento en que se 
emitió, hasta el dictado de la sentencia que fija la definitiva; y por otro, aquellos 
que a pesar de ese dictado se pueden seguir generando. Así, viendo hacia el 
pasado,  es dable afirmar que la pensión alimenticia definitiva no extingue los 
efectos que la provisional ya ha producido, pues al ser autónoma e independiente 
de ésta, no elimina las violaciones a los derechos humanos que a través de la 
provisional se hayan cometido y reclamado en el amparo, por tanto, no puede 
considerarse que la finalidad perseguida en el juicio constitucional carezca de 
objeto. En efecto, si se tiene en cuenta que la parte acreedora generalmente 
pretenderá combatir esa determinación en el amparo, argumentando que la 
pensión es deficiente, y que por su parte, el deudor puede  alegar que es excesiva 
o que no debió concederse por no estar demostrado el vínculo en que la actora 
sustentó su pretensión, es claro que ante esa posibilidad de reclamos, no puede 
considerarse que la determinación que fija la pensión definitiva prive de sentido el 
análisis constitucional de la provisional, pues la pensión definitiva en modo alguno 
erradica las violaciones cometidas a través de la decisión que fija los alimentos de 
manera provisional, lo cual sí puede ocurrir con la concesión del amparo, de 
manera que en caso de actualizarse una causa de improcedencia ésta no es la 
relativa a la cesación de efectos. Por otro lado, viendo hacia el futuro, debe 
decirse que si bien esta Primera Sala ha señalado que la pensión provisional cesa 
con el mero dictado de la sentencia que fija la definitiva, pues la provisional 
subsiste hasta el momento en que se dicta la sentencia que resuelve la 
controversia planteada, ésta afirmación debe entenderse desde un punto de vista 
meramente formal, más no material, pues aunque formalmente el dictado de la 
sentencia que fija en definitiva los alimentos, sustituye a la resolución que los 
establece de manera provisional, ello no siempre es así desde el punto de vista 
material, pues como los alimentos son de tracto sucesivo, los efectos materiales 
de la pensión provisional sólo pueden dejar de producirse cuando la pensión 
definitiva ya es susceptible de ejecución. 
  



Contradicción de tesis 192/2013. Suscitada entre el Tribunal Colegiado del 
Décimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito. 3 de julio de 2013. La votación se dividió en dos partes. Mayoría de 
cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad 
de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez. 
 



 

 

Ministra Olga Sánchez Cordero de García 

Villegas. 

 



TESIS  JURISPRUDENCIAL 105/2013 (10ª) 

         
 

EMPLAZAMIENTO. EL REALIZADO POR CONDUCTO DE UNA PERSONA 
MENOR DE 18 PERO MAYOR DE 16 AÑOS, CONSTITUYE UNA DILIGENCIA 
ILEGAL (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE COLIMA Y DEL DISTRITO 
FEDERAL). De los artículos 116 y 117 del Código de Procedimientos Civiles para 
el Distrito Federal, y sus correlativos 116 y 117 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Estado de Colima, estos últimos vigentes hasta el 8 de septiembre 
de 2012, deriva que tratándose de la primera notificación de la demanda, si no se 
encontrare al demandado, se le dejará citatorio para hora fija, y si éste no se 
encuentra nuevamente a dicha hora se le hará la notificación por cédula, la cual 
deberá entregarse con las copias simples de la demanda y de la documentación 
anexa, en el caso que así proceda, a los parientes o trabajadores domésticos del 
interesado o a cualquier otra persona que viva o se encuentre en la casa después 
de que el notificador se cerciore de que ahí vive la persona que debe notificar, a 
los cuales se les hará saber el objeto de la diligencia y, por su conducto, se 
comunicará al demandado el término que tiene para contestar la demanda y el 
apercibimiento para el caso de no hacerlo dentro de este plazo, de todo lo cual se 
asentará razón en los autos. Ahora, si bien es cierto que los citados artículos no 
especifican que si no se encontrare a la persona llamada a juicio, aquella con la 
que se practique el emplazamiento deba ser mayor de edad, también lo es que 
este requisito se infiere de los artículos 22, 23, 24, 646 y 647 de los Códigos 
Civiles de las entidades federativas citadas, al tenor de los cuales un acto jurídico 
procesal de la importancia y trascendencia del emplazamiento, que constituye una 
actuación judicial y que por su finalidad es un acto solemne, esencial para cumplir 
con el requisito constitucional de la debida audiencia de la demandada, sólo puede 
llevarse a cabo con persona que tenga capacidad de ejercicio, es decir, quien 
tiene aptitud reconocida por el derecho para realizar en general actos jurídicos y 
sus implicaciones, como son informar al fedatario público las circunstancias 
peculiares que lo vinculan con el demandado, recibir la cédula y los documentos 
que se acompañan, pues sólo así tendrá validez ese acto y certeza de que con 
quien se atendió la diligencia tiene plena capacidad de ejercicio y discernimiento 
para comprender por sí mismo la realización del acto, y las implicaciones jurídicas 
que éste conlleva. En ese orden de ideas, el emplazamiento a juicio realizado por 
conducto de una persona menor de 18 pero mayor de 16 años, constituye una 
diligencia ilegal, toda vez que aquélla carece de capacidad de ejercicio, requerida 
para la celebración de ese acto procesal. 
 
Contradicción de tesis 222/2013. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado del 
Trigésimo Segundo Circuito. 25 de septiembre de 2013.  La votación se dividió en 
dos partes: mayoría de tres votos por la competencia. Disidente: José Ramón 
Cossío Díaz. Unanimidad de cuatro votos en cuanto al fondo. Ausente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. 
Secretaria: Rosalía Argumosa López. 



 

 

 

Ministro José Ramón Cossío Díaz 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 123/2013 (10ª) 
 
 

PERSONA EXTRAÑA A JUICIO. TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA 
PROMOVER AMPARO INDIRECTO CONTRA LA DETERMINACIÓN QUE HACE 
EFECTIVO EL APERCIBIMIENTO DEL USO DE LA FUERZA PÚBLICA Y LA 
FRACTURA DE CERRADURAS DERIVADO DE UNA ORDEN DE EMBARGO, 
EN EL INMUEBLE DE SU PROPIEDAD DONDE TIENE SU DOMICILIO. En un 
juicio de naturaleza civil, la persona extraña a juicio tiene interés jurídico para 
promover amparo indirecto contra la determinación que hace efectivo el 
apercibimiento contenido en una orden de embargo, en cuanto al uso de la fuerza 
pública y la fractura de cerraduras (en caso de oposición) sobre el inmueble de su 
propiedad y en el cual tiene su domicilio. Lo anterior, ya que la afectación a su 
esfera jurídica se produce porque con la citada orden existe la posibilidad de que 
se vulneren los derechos fundamentales a la propiedad 0e inviolabilidad del 
domicilio injustificadamente; de ahí que resulte procedente el juicio de amparo 
indirecto, cuando la persona extraña a juicio demuestra ser propietaria del 
inmueble y tener su domicilio en éste, sin que ello prejuzgue sobre el fondo del 
asunto, toda vez que la determinación de hacer efectivo dicho apercibimiento 
constituye la materia del amparo  en el que habrá de dilucidarse si esa 
autorización se encuentra ajustada  a derecho. 
 
Contradicción de tesis 257/2013. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región, en apoyo del Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 6 de noviembre de 2013. La votación se 
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 



 

 

Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 124/2013 (10ª) 
 
 

REPRESENTACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. NO DEBE SOBRESEERSE 
CUANDO LO PROMUEVE QUIEN EJERCIÓ LA PATRIA POTESTAD DURANTE 
EL JUICIO DE ORIGEN, SI ANTES DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA 
DE AMPARO, EL REPRESENTADO ADQUIERE LA MAYORÍA DE EDAD. El 
juicio de amparo promovido por quien ejerció la patria potestad del menor durante 
el juicio de origen no debe sobreseerse porque la representación termine al 
adquirir éste la mayoría de edad, toda vez que debe ponderarse, por un lado, el 
interés superior del menor, el cual se encontraba en juego durante la tramitación 
del juicio de origen y, por otro, la necesidad de reconocer la plena capacidad de 
ejercicio del ahora mayor de edad. Así, para proteger ambos intereses el juicio 
debe regularizarse e integrarse en su calidad de quejoso al ahora mayor de edad y 
lograr que participe activamente en la defensa de sus intereses. Por tanto, cuando 
el juez de amparo advierta que la representación ejercida a favor del menor ha 
finalizado, debe ordenar la notificación personal al interesado para que en el plazo 
de tres días ratifique la promoción del juicio de amparo y, en caso de hacerlo, las 
diligencias subsecuentes se entiendan realizadas directamente por el afectado del 
acto de autoridad o por el representante que designe en términos de la Ley de 
Amparo; o bien, si no diere cumplimiento, se tenga por no presentada la demanda. 
 
Contradicción de tesis 515/2012. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Segundo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo 
Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo 
Circuito. 13 de noviembre de 2013. La votación se dividió en dos partes: mayoría 
de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría 
de cuatro votos en cuanto al fondo. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas reservó su derecho a formular voto 
concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarias: Ana María 
Ibarra Olguín y Alejandra Spitalier Peña. 
 

 
 



 

 

Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena 

 



 

TESIS  JURISPRUDENCIAL 80/2013 (10ª) 
         

INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. LOS ANTECEDENTES PENALES DEL 
SENTENCIADO QUE LLEVEN A CONSIDERARLO COMO REINCIDENTE, 
DEBEN TOMARSE EN CUENTA PARA FIJAR LA PUNIBILIDAD. Los 
antecedentes penales son aquellos registros que efectúa la autoridad 
administrativa con el propósito de llevar un control de los procesos que se 
instruyen contra las personas, o bien, de las condenas recaídas a los 
sentenciados; la reincidencia, en cambio, es una figura del derecho sustantivo 
penal, regulada en los artículos 20 y 65 del Código Penal Federal, que permite 
agravar la sanción a imponer al sentenciado. Como se advierte, son dos 
conceptos diferentes pero relacionados entre sí, dado que los antecedentes 
penales caracterizan a la reincidencia, sin que ello signifique que sus efectos 
deban equipararse. Lo anterior, porque el concepto de antecedentes penales se 
incluye en el más amplio aspecto de “la vida del reo”, esto es, su pasado penal, lo 
que puede hacer, o lo que podría esperarse de él, y ello, como ya lo estableció la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 
1a./J. 110/2011 (9ª), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 1, febrero de 2012, página 643, de rubro: 
“CULPABILIDAD. PARA DETERMINAR SU GRADO NO DEBEN TOMARSE EN 
CUENTA LOS ANTECEDENTES PENALES DEL PROCESADO.”, no puede servir 
como parámetro para fijar el grado de culpabilidad del sujeto activo; en esa 
tesitura, si bien es cierto que la reincidencia deriva del antecedente penal en 
sentido genérico, también lo es que los efectos de la agravación de la pena se 
apoyan en razones de otra índole, es decir, de política criminal, determinadas por 
el deber que el Estado tiene al ejecutar su función de tutela jurídica, de procurar el 
orden que queda perturbado por la actividad delictiva del reincidente; así, la 
reincidencia implica que el juzgador tome en cuenta, al individualizar la pena, que 
al sentenciado se le condenó con anterioridad por la comisión de un delito, pero no 
como un antecedente penal que revele una característica propia del sujeto activo a 
modo de constituir un factor para determinar su grado de culpabilidad, pues tal 
revelación de la personalidad únicamente puede considerarse en relación con el 
hecho cometido, sino más bien, como la figura que le permite agravar la 
punibilidad, en términos de la ley, por el nuevo delito perpetrado, a pesar de existir 
una sentencia de condena intermedia y de que fue prevenido con imponérsele una 
sanción mayor en caso de reincidir, pues conoce con exactitud la antijuridicidad de 
su propio hacer y, por tanto, es mayor la reprobación que el hecho merece en 
relación con la conducta desplegada. 

Contradicción de tesis 182/2013. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito y el Cuarto 
Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito. 26 de junio de 2013. Mayoría de 
cuatro votos por la competencia y en cuanto al fondo. Disidente: José Ramón 



Cossío Díaz, quien reservó su derecho a formular voto particular. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma. 



TESIS  JURISPRUDENCIAL 93/2013 (10ª) 
         
 

SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO ORAL. EN CONTRA DEL AUTO 
QUE ORDENA LA CITACIÓN DEL INVESTIGADO A LA AUDIENCIA DE 
“FORMULACIÓN DE LA IMPUTACIÓN”, PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE DURANGO Y 
CHIHUAHUA). La figura de la “formulación de la imputación” dentro del sistema de 
justicia penal acusatorio oral, se define en los códigos adjetivos penales de los 
Estados de Chihuahua y Durango, respectivamente, de la siguiente manera: “El 
acto procesal que corresponde de forma exclusiva al Ministerio Público, mediante 
el cual comunica al imputado, en presencia del Juez, que desarrolla una 
investigación en su contra respecto de uno o más hechos determinados”; y “La 
comunicación que el Ministerio Público efectúa al imputado, en presencia del juez, 
de que se desarrolla una investigación en su contra respecto de uno o más hechos 
que la ley señale como delitos”. En ambos Estados de la República se establece 
que la formulación de la imputación se realiza cuando el Ministerio Público 
considera oportuno formalizar el procedimiento por medio de la intervención 
judicial y, para ello, debe solicitar al juzgador la celebración de una audiencia para 
que pueda comunicarle al investigado la formulación de la imputación. Audiencia 
para la cual la autoridad jurisdiccional citará al investigado, a quien se le indicará 
que tendrá que acudir acompañado de su defensor, con el apercibimiento de ley, 
que de no comparecer se ordenará su aprehensión. Ahora bien, el auto con 
apercibimiento de aprehensión que emite la autoridad jurisdiccional, es un acto 
que trasgrede el derecho sustantivo a la libertad deambulatoria de la persona 
apercibida, pues coloca al individuo en una situación ineludible de obediencia ante 
un mandato judicial, perturbándolo en su esfera jurídica de manera inminente por 
el solo hecho de no acudir, ya que a partir de ahí puede ordenarse y ejecutarse su 
aprehensión; además, a partir del instante en que se emite el apercibimiento en 
comento, se actualiza una afectación a la libertad deambulatoria de la persona, 
pues la orden de citación para que se le formule la imputación tiene por objeto 
lograr su comparecencia para que continúe la secuela procesal; ello implica que 
su derecho a la libertad puede verse restringido al menos parcialmente, en la 
medida en que aparte de que obligadamente tiene que acudir a la citada 
audiencia, debe, a partir de ahí, sufrir una perturbación indirecta de la libertad con 
motivo de las consecuencias que deriven de la prosecución del procedimiento que 
requieren de su ineludible presencia. Por consiguiente, se estima que el auto de 
mérito es un acto que afecta su libertad en atención a los efectos que produce, lo 
cual se traduce en un acto de imposible reparación susceptible de ser combatido a 
través del juicio de amparo indirecto, conforme a los artículos 107, fracción III, 
inciso b), de la Constitución Federal y 107, fracción V, de la Ley de Amparo 
vigente. 
 
Contradicción de tesis 97/2013. Suscitada entre el Octavo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, en apoyo del Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Quinto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 14 de agosto de 2013. La votación se 



dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José 
Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruíz Palma. 
 
 

 



 

 

 

 Jurisprudencia por reiteración. 

 



 

TESIS JURISPRUDENCIAL 86/2013 (10ª). 
 
 
PERSONAS INDÍGENAS SUJETAS A PROCESO PENAL. ELEMENTOS 
BÁSICOS QUE DEBEN SATISFACERSE PARA DESIGNAR A UN TRADUCTOR 
PRÁCTICO, A FIN DE GARANTIZAR EL DERECHO HUMANO DE ACCESO 
PLENO A LA JURISDICCIÓN. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determinó que es factible designar intérpretes prácticos para que 
asistan a un inculpado indígena, sujeto a un proceso penal, en el desahogo de las 
diligencias, ante la problemática compleja de contar con la asistencia inmediata de 
peritos intérpretes de instituciones públicas o privadas. Sin embargo, ante la 
relevancia de la intervención de dichos auxiliares, toda vez que de la 
comunicación efectiva y la transmisión de mensajes depende el ejercicio efectivo 
del derecho de defensa y la posibilidad de evitar una afectación a la esfera jurídica 
de sus derechos humanos, los elementos básicos que deben satisfacerse para 
garantizar la protección del derecho humano de acceso pleno a la jurisdicción del 
Estado, a fin de considerar jurídicamente aceptable la designación de un traductor 
práctico que asista en un proceso penal a un inculpado, procesado o sentenciado 
indígena, configuran el siguiente estándar: a) que sea la última medida por 
adoptar, después de que el Estado agote todas las vías posibles para contar con 
el apoyo de un intérprete, oficial o particular, profesional o certificado, que conozca 
la lengua y cultura de la persona a quien va a auxiliar; y, b) que, aun tratándose de 
un traductor práctico, la autoridad tenga elementos para determinar que no 
solamente conoce la lengua parlante del detenido, sino que también tiene las 
condiciones para conocer su cosmovisión derivada de la cultura, ya sea porque 
pertenece a la misma comunidad o porque tiene un referente de relación que le 
permite conocerlo. Dichos aspectos pueden corroborarse con el uso de 
documentos de identificación, la constancia de residencia o el reconocimiento de 
los órganos de representación de la comunidad indígena sobre su pertenencia al 
grupo o de alguno con similares características culturales,  que pueda informar 
circunstancias específicas que trasciendan para el ejercicio del derecho de 
defensa adecuada del inculpado. 
 
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. La votación se dividió en dos 
partes: cinco votos por lo que se refiere a la concesión del amparo; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Mayoría de tres 
votos en cuanto a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho para formular 
voto de minoría. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredín 
Sena Velázquez, José Díaz de León, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto 
Ordoñez Escobar y Jaime Santana Turral. 
 

Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: cinco votos por lo que se refiere a la concesión del amparo; José Ramón 



Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Mayoría de tres 
votos en cuanto a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho para formular 
voto de minoría. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Juan José 
Ruiz Carreón, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Jaime 
Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 1/2012. 30 de enero de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: cinco votos por lo que se refiere a la concesión del amparo; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Mayoría de tres 
votos en cuanto a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho para formular 
voto de minoría. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Juan José 
Ruiz Carreón, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Jaime 
Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 51/2012. 30 de enero de 2013. La votación se dividió en dos 
partes: cinco votos por lo que se refiere a la concesión del amparo; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho para formular voto concurrente. Mayoría de tres 
votos en cuanto a sus efectos. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas, quienes reservaron su derecho para formular 
voto de minoría. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Juan José 
Ruiz Carreón, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Jaime 
Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 77/2012. 24 de abril de 2013. Cinco votos. Ponente: José Ramón 
Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 



 
TESIS JURISPRUDENCIAL 104/2013 (10ª). 

 
PRINCIPIO PRO PERSONA. DE ÉSTE NO DERIVA NECESARIAMENTE QUE 
LOS ARGUMENTOS PLANTEADOS POR LOS GOBERNADOS DEBAN 
RESOLVERSE CONFORME A SUS PRETENSIONES. Esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 1a./J. 107/2012 
(10a), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 799, con el rubro: “PRINCIPIO 
PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO 
FUNDAMENTAL APLICABLE.”, reconoció de que por virtud del texto vigente del 
artículo 1o. constitucional, modificado por el decreto de reforma constitucional en 
materia de derechos fundamentales, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 10 de junio de 2011, el ordenamiento jurídico mexicano, en su plano 
superior, debe entenderse integrado por dos fuentes medulares: a) los derechos 
fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y, b) todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte. También deriva de la 
aludida tesis, que los valores, principios y derechos que materializan las normas 
provenientes de esas dos fuentes, al ser supremas del ordenamiento jurídico 
mexicano, deben permear en todo el orden jurídico, y obligar a todas las 
autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su 
interpretación. Sin embargo, del principio pro homine o pro persona no deriva 
necesariamente que las cuestiones planteadas por los gobernados deban ser 
resueltas de manera favorable a sus pretensiones, ni siquiera so pretexto de 
establecer la interpretación más amplia o extensiva que se aduzca, ya que en 
modo alguno ese principio puede ser constitutivo de “derechos” alegados o dar 
cabida a las interpretaciones más favorables que sean aducidas, cuando tales 
interpretaciones no encuentran sustento en las reglas de derecho aplicables, ni 
pueden derivarse de éstas, porque, al final, es conforme a las últimas que deben 
ser resueltas las controversias correspondientes. 
 
Amparo directo en revisión 2504/2012. Adrián Manjarrez Díaz. 7 de noviembre 
de 2012. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo 
Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo directo en revisión 3250/2012. Banorte Generali, S.A. de C.V. 
Actualmente Afore XXI Banorte, S.A. de C.V. 9 de enero de 2013. Cinco votos. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo directo en revisión 277/2013. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 10 
de abril de 2013. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: 
Hugo Alberto Macías Beraud. 
 



Amparo en revisión 112/2013. Akai Internacional, S.A. de C.V. 17 de abril de 
2013. Cinco votos. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Hugo 
Alberto Macías Beraud. 
 
Amparo directo en revisión 1320/2013. Motores Diesel de Zacatecas, S.A. de 
C.V. 29 de mayo de 2013. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 
Secretaria: Dolores Rueda Aguilar. 



 
TESIS  JURISPRUDENCIAL 111/2013 (10ª) 

         
 

CONTRABANDO. EL ARTÍCULO 104, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, VIGENTE EN 2011, NO VULNERA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL. 
Del citado artículo se advierte que para la actualización del supuesto que 
determina la aplicación de las penas de tres meses a cinco años de prisión, como 
consecuencia jurídica de la comisión del delito de contrabando, se requiere que el 
monto de las contribuciones o de las cuotas compensatorias omitidas se ubique en 
un rango de “hasta” $876,220.00 o, en su caso, que la suma de ambas haya sido 
“hasta” de $1’314,320.00. Ahora bien, a pesar de no precisar el monto mínimo de 
las contribuciones o cuotas compensatorias omitidas para que se actualice el 
supuesto, la norma penal no tiene el carácter de vaga o imprecisa, porque 
racionalmente, desde el punto de vista lógico, se entiende que el parámetro 
inferior es la cantidad mínima cuantificable. En efecto, de una interpretación 
sistemática de las fracciones I y II del artículo 104 del Código Fiscal de la 
Federación, deriva que el rango de sanción establecido en cada porción normativa 
parte de una diferencia gradual en atención al monto de la omisión de pago. Así, 
en la fracción I se establece la sanción aplicable por la omisión de enterar las 
contribuciones o cuotas compensatorias, en lo individual o conjuntas, que parte del 
mínimo cuantificable hasta las cantidades previamente señaladas; mientras que 
en la fracción II, la sanción se determina a partir de los montos máximos de la 
fracción I, como parámetro inferior, al establecerse que toda aquella omisión que 
exceda de dichas cantidades será sancionable con una pena de prisión que va de 
tres a nueve años. En este sentido, el hecho de que la norma impugnada no 
establezca la cantidad mínima de contribuciones o cuotas compensatorias 
omitidas, y únicamente haga referencia al monto máximo, no conlleva que el 
monto inferior se encuentre indeterminado, sino que se entiende implícitamente 
que éste es la cantidad mínima cuantificable. Por tanto, el artículo 104, fracción I, 
del Código Fiscal de la Federación no vulnera el derecho fundamental de exacta 
aplicación de la ley en materia penal, establecido en el artículo 14, párrafo tercero, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Amparo en revisión 601/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea reservó su derecho a formular voto 
concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón Cossío 
Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo en revisión 604/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservó su derecho a formular voto 
concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo. Secretario: José Díaz de León Cruz. 
 
Amparo en revisión 608/2012. 5 de diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro 
votos; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, reservó su derecho a formular voto 



concurrente. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López. 
 
Amparo en revisión 793/2012. 6 de marzo de 2013. Cinco votos; Arturo Zaldívar 
Lelo de Larrea, reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma. 
 
Amparo en revisión 297/2013. 14 de agosto de 2013. Cinco votos. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles. 
 



 
TESIS  JURISPRUDENCIAL 118/2013 (10ª) 

 
         

DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y 
OBJETIVA. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, es posible definir al honor como el concepto que la persona tiene de sí 
misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su proceder o de la 
expresión de su calidad ética y social. Todo individuo, al vivir en sociedad, tiene el 
derecho de ser respetado y considerado y, correlativamente, tiene la obligación de 
respetar a aquellos que lo rodean. En el campo jurídico esta necesidad se traduce 
en un derecho que involucra la facultad que tiene cada individuo de pedir que se le 
trate en forma decorosa y la obligación de los demás de responder a este 
tratamiento. Por lo general, existen dos formas de sentir y entender el honor: a) en 
el aspecto subjetivo o ético, el honor se basa en un sentimiento íntimo que se 
exterioriza por la afirmación que la persona hace de su propia dignidad; y b) en el 
aspecto objetivo, externo o social, como la estimación interpersonal que la 
persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. 
En el aspecto subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el 
sentimiento de la propia dignidad. En el aspecto objetivo, el honor es lesionado por 
todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece, es decir, el 
derecho a que otros no condicionen negativamente la opinión que los demás 
hayan de formarse de nosotros. 
 
Amparo directo 28/2010. Demos, Desarrollo de Medios, S.A. de C.V. 23 de 
noviembre de 2011. Mayoría de cuatro de votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz 
Mayagoitia, quien formuló voto particular; José Ramón Cossío Díaz formuló voto 
concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos 
y González. 
 
Amparo directo 8/2012. Arrendadora Ocean Mexicana, S.A. de C.V. y otros. 4 de 
julio de 2012. Mayoría de cuatro de votos. Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia; 
José Ramón Cossío Díaz y Olga Sánchez Cordero de García Villegas, reservaron 
su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Javier Mijangos y González. 
 
Amparo directo en revisión 931/2012. Juan Manuel Ortega de León. 5 de 
diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y 
González. 
 
Amparo directo en revisión 2411/2012. Milenio Diario, S.A. de C.V. y otro. 5 de 
diciembre de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González. 
 



Amparo directo 74/2012. Jorge Patricio Diez Gargari. 10 de abril de 2013. Cinco 
votos; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Rosa María Rojas Vértiz 
Contreras. 
 

 



 

 

Tesis tematizadas. 
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CONEXIDAD DE DELITOS. LA COMPETENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CONSTITUYE UNA FIGURA DE 
ORDEN PÚBLICO, DE ESTRICTO CUMPLIMIENTO Y DE ESTUDIO OFICIOSO 
EN EL JUICIO DE AMPARO. La figura de la competencia debe entenderse como 
un requisito de corte constitucional y procesal que condiciona el nacimiento válido 
del proceso, su desenvolvimiento y normal culminación, consistente en el dictado 
de una sentencia. De ahí que la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos subordine la eficacia de la actuación de las autoridades jurisdiccionales 
a las facultades competenciales que la ley les confiere; esto es, sólo pueden hacer 
lo que ésta les permite. De esta forma, si el artículo 73, fracción XXI, párrafo 
segundo, constitucional faculta a las autoridades jurisdiccionales federales para 
conocer y sancionar delitos pertenecientes al fuero común, siempre que tengan 
conexidad con uno del fuero federal, resulta lógico y jurídico que la referida 
competencia constitucional por conexidad sea una figura de orden público y de 
estricto cumplimiento, ya que los titulares de los distintos órganos jurisdiccionales 
no pueden atribuirse o renunciar a voluntad a ésta, así como tampoco modificarla 
ni alterar las reglas que rigen su ejercicio. Además, es susceptible de analizarse 
oficiosamente en el juicio de amparo con independencia de que la hagan valer las 
partes, ya que la validez del proceso penal depende del correcto ejercicio de dicha 
facultad constitucional; por tanto, no se requiere la expresión de concepto de 
violación o agravio alguno para analizar el debido ejercicio de esa facultad 
competencial constitucional. Precisamente, el orden público que le es inherente, 
permite que en el juicio de amparo se verifique que la autoridad judicial federal que 
conozca de delitos conexos del fuero federal y común, observe las normas de 
previsión y sanción contenidas en el código penal estatal respectivo en lo relativo 
al delito de fuero común y del Código Penal Federal en lo que corresponde al 
delito del fuero federal, al tratarse de una condición de validez de la sentencia. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León Cruz, Carmina Cortés 
Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente 
y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz 
Palma. 
 



Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio 
Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 



 
TESIS JURISPRUDENCIAL 88/2013 (10ª). 

 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. EL EJERCICIO DE LA FACULTAD 
COMPETENCIAL, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, NO IMPLICA UNA INVASIÓN DE ESFERAS 
COMPETENCIALES NI LA FEDERALIZACIÓN DE DELITOS LOCALES. Esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que la 
competencia constitucional por conexidad prevista en el artículo 73, fracción XXI, 
párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
faculta al Ministerio Público de la Federación y a las autoridades judiciales 
federales para conocer y sancionar delitos del fuero común que tengan conexidad 
con algún ilícito federal. Ahora bien, los motivos por los cuales se estableció esta 
competencia excepcional, obedecen a razones de política criminal específicas, a 
saber: (i) la necesidad de prever una base constitucional expresa para el artículo 
10 del Código Federal de Procedimientos Penales, pues existían cuestionamientos 
sobre si su texto implicaría o no vulneración a la soberanía estatal o de esferas 
jurídico competenciales; (ii) el combate efectivo de la delincuencia organizada, a 
través del trabajo conjunto de la Federación, los Estados y los Municipios; (iii) 
facultar a la jurisdicción federal para atraer delitos de competencia de las 
autoridades locales, con la finalidad de darles la misma atención, sujetándolos a 
idénticas estrategias procedimentales diseñadas para el combate a la delincuencia 
organizada y alcanzar una mayor efectividad; y, (iv) la necesidad de crear todo un 
orden jurídico para contrarrestar el crimen organizado. Por tanto, si es el propio 
orden jurídico constitucional el que ha establecido la posibilidad de que un tribunal 
del fuero federal conozca y resuelva sobre la comisión de delitos locales, entonces 
el ejercicio de la citada competencia por conexidad no actualiza una invasión de 
esferas competenciales con motivo de la instrucción de procesos federales y la 
aplicación de leyes sustantivas penales locales que lleven a cabo las autoridades 
judiciales federales al conocer delitos ordinarios locales conexos a ilícitos 
federales. Ahora bien, es importante destacar que ni del propio texto 
constitucional, ni del trabajo legislativo realizado por el Poder Constituyente, deriva 
que el ejercicio de esta competencia constitucional implique la homologación entre 
el delito local y el correlativo federal; lo cual, refrenda el propósito del legislador de 
no federalizar los delitos locales cometidos en esas condiciones. Así, la 
actualización del supuesto competencial de conexidad impone la obligación 
constitucional de aplicar las normas de previsión de las conductas delictivas y de 
sanción en atención a la naturaleza de los ilícitos concretados; es decir, para el 
delito del fuero federal, la adecuación normativa tendrá fundamento en el Código 
Penal Federal o en la legislación penal especial del mismo fuero, mientras que 
para el delito local, el ordenamiento jurídico penal de la entidad federativa que 
resulte aplicable. Lo anterior es así, ya que la inherente teleología de la 
competencia por conexidad, fue la de que en un mismo proceso penal se 
conocieran dos o más delitos de ámbitos diferentes, federal y local, que son 



conexos entre sí, y establecer que el juez competente para conocer de dichos 
procesos penales sea el federal, porque este último es el que reviste mayor 
trascendencia por la afectación al bien jurídico que tutela. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio 
Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente 
y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz 
Palma. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León Cruz, Carmina Cortés 
Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
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CONEXIDAD DE DELITOS. DIRECTRICES QUE RIGEN EL EJERCICIO DE LA 
FACULTAD COMPETENCIAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN 
XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (ALCANCES DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
45/2010). Para el correcto ejercicio de la referida facultad constitucional deben 
observarse las directrices siguientes: 1) la competencia excepcional por conexidad 
constituye una facultad constitucional que permite al Ministerio Público de la 
Federación y a las autoridades judiciales federales conocer y sancionar delitos del 
fuero común que tengan conexidad con algún ilícito federal; 2) el ejercicio de la 
facultad no altera la naturaleza de los delitos, de tal forma que el del fuero común 
no se transforma en federal para su juzgamiento. Ésta es una condición 
circunstancial que determina únicamente la autoridad que debe juzgar el hecho 
estimado como delictivo; 3) la actualización del supuesto de competencia impone 
la obligación de aplicar las normas de previsión de las conductas delictivas y de 
sanción en atención a la naturaleza de los ilícitos concretados. Así, para el delito 
del fuero federal, la adecuación normativa tendrá fundamento en el Código Penal 
Federal o en la legislación penal especial del mismo fuero, mientras que para el 
delito local, el ordenamiento jurídico penal de la entidad federativa que resulte 
aplicable; 4) los procesos penales federales instruidos en términos de  la facultad 
competencial referida, se rigen por las disposiciones contenidas en el Código 
Federal de Procedimientos Penales; y, 5) en virtud de que la conexidad 
necesariamente implica la actualización de un concurso de delitos (pertenecientes 
tanto al fuero federal como al local), las reglas de punición que deben observarse 
en estos procesos penales federales son las contenidas en el Código Penal 
Federal. Ahora bien, los citados lineamientos determinan el alcance de la 
jurisprudencia 1a./J. 45/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, junio de 2010, página 6, de rubro: 
“CONEXIDAD DE DELITOS. LA FACULTAD DEL JUEZ DE DISTRITO PARA 
CONOCER DE LOS DEL FUERO COMÚN QUE TENGAN CONEXIDAD CON 
ILÍCITOS FEDERALES, NO IMPLICA QUE LAS CONDUCTAS DEBAN 
ANALIZARSE A LA LUZ DE LA DESCRIPCIÓN TÍPICA PREVISTA EN EL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL.”, ello en atención al sentido ontológico de creación 
legislativa de la competencia por conexidad de delitos, pues la naturaleza de la 
atracción por conexidad tiene la finalidad de asegurar el reproche de los delitos de 
carácter federal cometidos a través del empleo de delitos ordinarios del fuero 
común. De acuerdo con estas directrices, cualquier fundamentación distinta a la 
trazada constituye una violación al ejercicio debido de la competencia por 
conexidad, establecida en el artículo 73, fracción XXI, párrafo segundo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente 
y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, 



José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz 
Palma. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio 
Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León Cruz, Carmina Cortés 
Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 



 
TESIS JURISPRUDENCIAL 90/2013 (10ª). 

 
CONEXIDAD DE DELITOS. LA DETERMINACIÓN DE LAS NORMAS PENALES 
QUE PREVÉN EL DELITO COMETIDO Y SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS 
EN EL EJERCICIO DE LA FACULTAD COMPETENCIAL PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SALVAGUARDA EL 
DERECHO HUMANO A LA DEFENSA ADECUADA. Esta Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo, en la tesis de jurisprudencia 
1a./J. 89/2013 (10ª), de rubro: “CONEXIDAD DE DELITOS. DIRECTRICES QUE 
RIGEN EL EJERCICIO DE LA FACULTAD COMPETENCIAL PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (ALCANCES DE LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 45/2010).”, que la competencia excepcional por 
conexidad constituye una facultad constitucional que dota al Ministerio Público de 
la Federación y a las autoridades judiciales federales para conocer y sancionar 
delitos del fuero común cuando tengan conexidad con un diverso ilícito federal. 
Ahora bien, el ejercicio de esta competencia excepcional comprende la aplicación 
de las normas de previsión de las conductas delictivas y de sanción en atención a 
la naturaleza de los ilícitos que se concretan. De ahí que la correcta determinación 
de las normas penales en las que se prevén el delito cometido y sus 
consecuencias jurídicas, tiene el objetivo de salvaguardar el derecho humano de 
defensa adecuada al que tiene acceso el imputado, pues de esta forma estará en 
condiciones de enfrentar el proceso penal a partir de la base de certeza y 
seguridad jurídica que le otorga el conocer de manera plena la naturaleza jurídica 
y fáctica de la imputación, sin riesgo de que ello se altere con posterioridad de 
manera arbitraria. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente 
y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz 
Palma. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio 
Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 



 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León Cruz, Carmina Cortés 
Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 



 
TESIS JURISPRUDENCIAL 99/2013 (10ª). 

 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. EFECTOS DE LA VIOLACIÓN AL DEBIDO 
EJERCICIO DE LA COMPETENCIA EXCEPCIONAL PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (ALCANCES DE LA 
JURISPRUDENCIA 1a./J. 45/2010). En términos del artículo 73, fracción XXI, 
párrafo segundo de la Constitución Federal, la competencia excepcional por 
conexidad de delitos es la facultad que dota al Ministerio Público de la Federación 
y a las autoridades judiciales federales para conocer de delitos del fuero común 
que tengan conexidad con algún ilícito federal. Ahora bien, en virtud de que la 
competencia es un elemento de orden público, es necesario que en el proceso 
penal este presupuesto se cumpla para validar su constitucionalidad. Ello es así, 
porque la figura de la conexidad comprende la aplicación concreta de las normas 
de previsión de las conductas delictivas y de sanción en atención al carácter 
federal o local de los ilícitos que se concretan. Así, como fundamento jurídico para 
el delito del fuero federal, deben aplicarse las normas penales respectivas de 
carácter federal y para el delito local, la previsión normativa debe sustentarse en el 
ordenamiento jurídico penal de la entidad federativa correspondiente. Cabe 
precisar que el proceso penal tendrá que instruirse de conformidad con las 
disposiciones contenidas en el Código Federal de Procedimientos Penales, por ser 
la norma que rige la substanciación del juicio ante el juzgador federal. Además, 
debe tenerse en cuenta que un juez federal solamente puede conocer de un 
asunto que actualice el supuesto de competencia excepcional por conexidad, 
cuando el Ministerio Público de la Federación determine atraer la investigación por 
un delito del fuero común que tenga conexidad con alguno de carácter federal y 
ejerza acción penal por los mismos. Sin embargo, cuando el Fiscal de la 
Federación funde la previsión de un delito del fuero común en normas penales de 
carácter federal y no en el ordenamiento penal estatal que resulte aplicable, la 
autoridad judicial que conozca del asunto estará en la posibilidad de delimitar el 
correcto ejercicio de la competencia constitucional por conexidad de delitos, 
mediante la precisión de las normas penales aplicables en atención al carácter 
federal o local de cada uno de los ilícitos, al momento en que resuelva el 
pedimento de orden de aprehensión o dicte el auto de plazo constitucional. De no 
acontecer lo anterior y la violación al ejercicio debido de la referida competencia 
por conexidad de delitos se advierta en un juicio de amparo que se promueva 
contra alguna de las resoluciones judiciales dictadas en el proceso penal federal, 
en las que se determina la situación jurídica del encausado, el órgano de control 
constitucional deberá conceder la protección de la Justicia Federal para el efecto 
de que se resarza plenamente la violación constitucional detectada en el proceso 
penal, cuyo alcance dependerá de la etapa en que éste se encuentre, pero en 
ningún caso implicará su anulación total. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente 
y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 



particular. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz 
Palma. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León Cruz, Carmina Cortés 
Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio 
Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 



 
TESIS JURISPRUDENCIAL 100/2013 (10ª). 

 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. DIRECTRICES A SEGUIR CUANDO EN UN 
AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN 
SE ADVIERTE VIOLACIÓN AL DEBIDO EJERCICIO DE LA COMPETENCIA 
EXCEPCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Entre los supuestos que actualizan la violación al debido ejercicio 
de la competencia excepcional prevista en el artículo 73, fracción XXI, párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 
identifican los siguientes: I) cuando en un auto de plazo constitucional dictado por 
un juez federal que decreta la formal prisión por un delito federal y otro del fuero 
común, este último se fundamenta en alguna ley penal de carácter federal y no en 
el ordenamiento sustantivo penal estatal correspondiente; y, II) cuando en la 
resolución dictada por un tribunal unitario que, con motivo del recurso de apelación 
interpuesto contra el referido auto de plazo constitucional, se reitera la violación al 
debido ejercicio de la competencia constitucional excepcional por conexidad de 
delitos. En ambos supuestos, la interposición del juicio de amparo indirecto 
promovido contra los referidos actos, deberá tener como resultado conceder la 
protección constitucional para el efecto de que: a) la autoridad responsable deje 
insubsistente el auto de plazo constitucional reclamado; y, b) en su lugar, dicte 
otra resolución en la que establezca la previsión del delito del fuero común que 
resulte procedente, en términos de la ley penal estatal que resulte aplicable. Sin 
embargo, para el caso de que se haya decretado el cierre de instrucción y 
ordenado la suspensión del procedimiento en espera de que se resuelva el medio 
de control constitucional, deberá adicionarse como efecto del amparo que una vez 
realizadas las acciones precisadas en los incisos anteriores, se deje también sin 
efectos el auto que declaró el cierre de instrucción para mantener abierta la etapa 
procedimental de instrucción, a fin de que las partes, a través de un plazo 
probatorio extraordinario, estén en posibilidad de ejercer su derecho de defensa, 
mediante el ofrecimiento de los medios de convicción que a su interés convenga 
en relación con la traslación normativa efectuada en el nuevo auto de plazo 
constitucional dictado en cumplimiento a la ejecutoria de amparo. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente 
y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz 
Palma. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León Cruz, Carmina Cortés 
Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 



 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio 
Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 



 
 TESIS JURISPRUDENCIAL 101/2013 (10ª). 

 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. DIRECTRICES A SEGUIR CUANDO EN UN JUICIO 
DE AMPARO DIRECTO PROMOVIDO CONTRA UNA SENTENCIA DEFINITIVA 
SE ADVIERTE VIOLACIÓN AL DEBIDO EJERCICIO DE LA COMPETENCIA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, PÁRRAFO SEGUNDO, DE 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Entre 
los supuestos que actualizan la violación al debido ejercicio de la competencia 
prevista en el artículo 73, fracción XXI, párrafo segundo, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, se encuentra la sentencia dictada en un 
proceso penal federal por delitos federal y del fuero común, en la que el ilícito local 
se prevé y sanciona conforme una ley penal federal y no así conforme al 
ordenamiento penal estatal que resulta aplicable. En este supuesto, cuando un 
tribunal colegiado de circuito conozca del juicio de amparo directo promovido en 
contra de ese fallo definitivo, deberá conceder la protección constitucional para el 
efecto de que: a) la autoridad responsable deje insubsistente el acto reclamado; b) 
en su lugar, dicte otra resolución en la que revoque la sentencia de primera 
instancia y ordene la reposición del procedimiento hasta la diligencia judicial 
inmediata anterior al auto que declara cerrada la instrucción; esto, con la finalidad 
de que el juez de primera instancia emita una determinación en la que establezca 
la adecuada previsión del delito del fuero común materia del proceso penal, en 
términos de la legislación estatal aplicable y proceda a la notificación de la 
traslación normativa a las partes, a efecto de que éstas, a través de un plazo 
probatorio extraordinario, estén en posibilidad de ejercer su derecho de defensa, 
por medio del ofrecimiento de los medios de convicción que a su interés 
convenga, en relación con la traslación normativa efectuada. Lo cual permite al 
procesado tener conocimiento preciso de la previsión normativa del delito del fuero 
común por el que se le instruye proceso penal. Una vez realizado lo anterior, el 
juzgador federal deberá continuar con el proceso hasta su conclusión, en el 
entendido que de dictar nuevamente sentencia condenatoria, específicamente por 
lo que respecta al delito del fuero común, no deberá imponer penas que superen 
las determinadas con anterioridad en la sentencia declarada inconstitucional, en 
estricta observancia al principio de non reformatio in peius. Esta directriz tiene por 
objeto salvaguardar en el proceso penal todas las diligencias relacionadas con la 
producción de pruebas en la etapa de instrucción y además, evitar la dilación del 
asunto para que una vez que las partes hagan valer sus derechos en lo atinente a 
la traslación normativa, se declare el cierre de instrucción y, una vez que las 
partes formulen conclusiones, se proceda al dictado de la sentencia teniendo 
como base las disposiciones legales penales del fuero federal y local que resultan 
aplicables en atención a la naturaleza de cada uno de los delitos. Respecto al 
cumplimiento de las directrices establecidas, el juez federal de primera instancia 
tendrá que procurar concluir el procedimiento de instrucción en un tiempo 
prudente, mediante la implementación de las medidas que juzgue necesarias, a fin 
de garantizar la prontitud en la impartición de justicia y, de esta forma, no vulnerar 



el contenido normativo del artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución 
Federal. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente 
y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz 
Palma. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León Cruz, Carmina Cortés 
Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio 
Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 



 
TESIS JURISPRUDENCIAL 102/2013 (10ª). 

 
 

CONEXIDAD DE DELITOS. DIRECTRICES A SEGUIR EN UN JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN DE 
SEGUNDA INSTANCIA QUE ORDENÓ LA REPOSICIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO A ETAPAS POSTERIORES AL AUTO QUE DECLARA 
CERRADA LA INSTRUCCIÓN, CON VIOLACIÓN AL DEBIDO EJERCICIO DE 
LA COMPETENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 73, FRACCIÓN XXI, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. Entre los supuestos que actualizan la violación al debido 
ejercicio de la competencia prevista en el artículo 73, fracción XXI, párrafo 
segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 
encuentra la resolución de segunda instancia dictada por un tribunal unitario, por 
la que se revoca la sentencia de primera instancia dictada por un delito del fuero 
federal y otro del fuero común que tienen conexidad, para ordenar la reposición 
del procedimiento de primera instancia a una etapa posterior al auto de cierre de 
instrucción, a fin de que se subsane la formulación de conclusiones y el dictado de 
sentencia de primera instancia, teniendo como base que, para el ilícito local, se 
observen las disposiciones de previsión y sanción establecidas en el código penal 
estatal respectivo y no de una ley penal de carácter federal. En este supuesto, 
cuando el órgano de control constitucional conozca del juicio de amparo indirecto 
promovido en contra de ese fallo, deberá conceder la protección constitucional 
para el efecto de que: a) la autoridad responsable deje insubsistente el acto 
reclamado; b) en su lugar, dicte otra resolución en la que revoque la sentencia de 
primera instancia y ordene igualmente la reposición del procedimiento, empero, 
hasta la diligencia judicial inmediata anterior al auto que declara cerrada la 
instrucción; esto, con la finalidad de que el juez de primera instancia emita una 
determinación en la que establezca la adecuada previsión del delito del fuero 
común materia del proceso penal, en términos de la legislación estatal aplicable y 
proceda a la notificación de la traslación normativa a las partes, a efecto de que 
éstas, a través de un plazo probatorio extraordinario, estén en posibilidad de 
ejercer su derecho de defensa por medio del ofrecimiento de los medios de 
convicción que a su interés convenga, en relación con la traslación normativa 
efectuada. Lo cual permite al procesado tener conocimiento preciso de la previsión 
normativa del delito del fuero común por el que se le instruye proceso penal. Una 
vez realizado lo anterior, el juzgador federal deberá continuar con el proceso hasta 
su conclusión, en el entendido que de dictar nuevamente sentencia condenatoria, 
específicamente por lo que respecta al delito del fuero común, no deberá imponer 
penas que superen las determinadas con anterioridad en la sentencia declarada 
inconstitucional, en estricta observancia al principio de non reformatio in peius. 
Esta directriz tiene por objeto salvaguardar en el proceso penal todas las 
diligencias relacionadas con la producción de pruebas en la etapa de instrucción y, 
además, evitar la dilación del asunto para que una vez que las partes hagan valer 
sus derechos en lo atinente a la traslación normativa, se declare el cierre de 
instrucción y una vez que las partes formulen conclusiones, se proceda al dictado 



de la sentencia teniendo como base las disposiciones legales penales del fuero 
federal y local que resultan aplicables en atención a la naturaleza de cada uno de 
los delitos. Respecto al cumplimiento de las directrices establecidas, el juez 
federal de primera instancia tendrá que procurar concluir el procedimiento de 
instrucción en un tiempo prudente, mediante la implementación de las medidas 
que juzgue necesarias, a fin de garantizar la prontitud en la impartición de justicia 
y, de esta forma, no vulnerar el contenido normativo del artículo 17, párrafo 
segundo, de la Constitución Federal. 
 
Amparo directo 60/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. Disidente 
y Ponente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, Carmina Cortés Rodríguez, 
José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y Horacio Nicolás Ruiz 
Palma. 
 
Amparo en revisión 482/2012. 12 de junio de 2013. Cinco votos; José Ramón 
Cossío Díaz reservó su derecho a formular voto concurrente. Ponente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León Cruz, Carmina Cortés 
Rodríguez, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 14/2012. 12 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Carmina Cortés 
Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez Escobar, Horacio 
Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 23/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: Horacio Nicolás 
Ruiz Palma, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 27/2012. 19 de junio de 2013. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: José Ramón Cossío Díaz; quien reservó su derecho a formular voto 
particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Jorge 
Roberto Ordóñez Escobar, Carmina Cortés Rodríguez, José Díaz de León Cruz, 
Horacio Nicolás Ruiz Palma y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 



 

 

 

 

Personas indígenas 



TESIS JURISPRUDENCIAL 114/2013 (10ª). 

 
PERSONAS INDÍGENAS BILINGÜES O MULTILINGÜES. ÁMBITO SUBJETIVO 
DE APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 2o., APARTADO A, FRACCIÓN VIII, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Ya esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. 
CCVIII/2009, publicada en la página 293 del Tomo XXX, diciembre de 2009, del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, ha dicho que es incorrecto 
afirmar que la citada previsión constitucional que obliga a tener en cuenta las 
costumbres y especificidades culturales de las personas indígenas en los juicios y 
procedimientos en que sean parte, sólo resulta aplicable para quienes hablan una 
lengua indígena y además no entienden ni hablan español. Al respecto, se reitera 
que, por el contrario, la persona indígena, cuyos derechos tutela la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, es paradigmáticamente la persona 
multilingüe, que tiene derecho a obtener del Estado, tanto el apoyo necesario para 
poder vivir plenamente en su lengua materna como el necesario para acceder a 
una comunidad política más amplia mediante el conocimiento de la referida 
lengua. Así, definir lo "indígena" a partir del criterio de la competencia monolingüe 
en lengua indígena sería incompatible con la garantía de derechos 
constitucionales como la de recibir una educación adecuada o de gozar de lo 
esencial para incorporarse igualitariamente al sistema productivo. Tan 
incompatibles con la Constitución Federal son las políticas asimilacionistas 
tradicionales, que perseguían la desaparición de las lenguas indígenas, 
desconocían el derecho de las personas a transmitirlas y usarlas privada y 
públicamente, y convertían la condición de hablante de lengua indígena en un 
locus permanente de discriminación y subordinación, como lo sería ahora una 
política que condicionara el mantenimiento de la autodefinición como  persona 
indígena al hecho de no conocer el español. A nivel individual, ello implicaría 
condenar a las personas indígenas a la desventaja que la totalidad de las 
previsiones del artículo 2o. constitucional está destinada centralmente a erradicar, 
mientras que, a nivel colectivo, dejaría sin ámbito de aplicación todas las 
disposiciones que se refieren a comunidades y pueblos indígenas (que no son 
monolingües) y convertiría a dicho precepto en un ejercicio expresivo, sin potencial 
jurídico transformativo real. 
 
Amparo directo 36/2012. 28 de noviembre de 2012. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Jaime Santana Turral, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina 
Gaona, Jorge Roberto Ordoñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo en revisión 450/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos por lo que 
se refiere a la concesión del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Jorge Roberto Ordoñez 
Escobar, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jaime Santana 
Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 



 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, José Díaz de 
León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y 
Jaime Santana Turral. 
 
Amparo directo 50/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos por lo que se 
refiere a la concesión del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio 
Medina Gaona, Jorge Roberto Ordoñez Escobar, Jaime Santana Turral y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos por lo que se refiere 
a la concesión del amparo; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: 
Juan José Ruiz Carreón, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez 
Escobar, Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
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PERSONAS INDÍGENAS. GRADO DE RELEVANCIA DEL CONOCIMIENTO 
DEL ESPAÑOL PARA LA APLICACIÓN DE LAS PREVISIONES DEL 
ARTÍCULO 2o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que el 
grado de conocimiento del español es relevante para determinar el alcance de la 
previsión establecida en el citado precepto, según la cual las personas indígenas 
tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidas por intérpretes y defensores que 
conozcan su lengua y cultura, lo cual es entendible por la necesidad de 
racionalizar el uso de los recursos en el sistema de administración de justicia y 
armonizar en un escenario concreto las funciones y necesidades de todos los 
intervinientes en juicio. Sin embargo, los derechos que la Constitución Federal 
adjunta a la condición de ser una persona indígena son variados: algunos tienen 
un contenido lingüístico específico pero la mayoría carecen de él. Así, respecto de 
ellos deben aplicarse los criterios generales derivados del artículo 2o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que apelan a la articulación 
(total o parcial) de las personas en torno a instituciones sociales, económicas, 
culturales y políticas propias (en el caso de los pueblos indígenas), a la 
identificabilidad de algún tipo de unidad social, económica y cultural en torno a un 
territorio y a ciertos usos y costumbres (en el caso de las comunidades indígenas), 
así como al criterio de la autoconciencia o autoadscripción como indígena, los 
cuales no permiten definir lo “indígena” sobre la base de la competencia 
monolingüe en lengua indígena. Así, el derecho a que se tomen en consideración 
las costumbres y especificidades propias de los indígenas en los juicios y 
procedimientos en que sean parte, no es de contenido lingüístico ni es, por tanto, 
un derecho cuyos titulares puedan delimitar con los criterios usados por esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para efectos del 
ejercicio de un derecho completamente distinto. 
 
Amparo directo 36/2012. 28 de noviembre de 2012. Mayoría de cuatro votos. 
Disidente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretarios: Jaime Santana Turral, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina 
Gaona, Jorge Roberto Ordoñez Escobar y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo en revisión 450/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos por lo que 
se refiere a la concesión del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretarios: Jorge Roberto Ordoñez 
Escobar, José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jaime Santana 
Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 47/2011. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos. Ponente: José 
Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Julio Veredín Sena Velázquez, José Díaz de 



León Cruz, Jorge Antonio Medina Gaona, Jorge Roberto Ordóñez Escobar y 
Jaime Santana Turral. 
 
Amparo directo 50/2012. 28 de noviembre de 2012. Cinco votos por lo que se 
refiere a la concesión del amparo; Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y José Ramón 
Cossío Díaz reservaron su derecho para formular voto concurrente. Ponente: 
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretarios: José Díaz de León Cruz, Jorge Antonio 
Medina Gaona, Jorge Roberto Ordoñez Escobar, Jaime Santana Turral y Julio 
Veredín Sena Velázquez. 
 
Amparo directo 54/2011. 30 de enero de 2013. Cinco votos por lo que se refiere 
a la concesión del amparo; José Ramón Cossío Díaz reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretarios: 
Juan José Ruiz Carreón, José Díaz de León Cruz, Jorge Roberto Ordóñez 
Escobar, Jaime Santana Turral y Julio Veredín Sena Velázquez. 

 


